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León, Guanajuato, a 28 veintiocho de noviembre del año 2016 dos mil dieciséis.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  .. . . . . . . . . . . . 
V I S T O para resolver el expediente número 133/2016-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta…, en contra del DIRECTOR GENERAL DE GESTIÓN AMBIENTAL DE LEÓN, GUANAJUATO, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve; y, . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
R E S U L T A N D O:
Presentación de la demanda.
PRIMERO.- El 12 doce de febrero del año 2016 dos mil dieciséis, la parte actora presentó la demanda de nulidad en la Oficialía Común de Partes de los Juzgados Administrativos Municipales de León, Guanajuato, en contra del silencio administrativos del Director General de Gestión Ambiental, al no dar cumplimiento a su obligación de contestar en términos establecidos en las disposiciones jurídicas.  . 
Admisión de la demanda y de pruebas.

SEGUNDO.- Por auto de fecha 17 diecisiete de febrero del año 2016 dos mil dieciséis, se admitió a trámite la demanda y la prueba documental exhibida a la misma, la que por su especial naturaleza se desahogó en ese momento procesal, así como la presuncional legal y humana en lo que le beneficie, en cuanto a la confesión expresa y tácita ofrecida, se determinó que en su momento procesal oportuno se determinaría su existencia y en su caso su valoración; además, se le requirió para que en el término de 05 cinco días hábiles señalara domicilio en esta ciudad, para recibir notificaciones, con el apercibimiento que de no hacerlo las subsecuentes, aún las de carácter personal se le harían por estrados. . . . . .  . . . . . . 
Cumplimiento de requerimiento.

TERCERO.- El 19 diecinueve de febrero del año 2016 dos mil dieciséis, el autorizado de la parte actora presentó una promoción cumplimentando el requerimiento; y, por auto del día 24 veinticuatro del mismo mes y año, se le tuvo señalando domicilio para oír y recibir noticiones. . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . .
Contestación de la demanda y admisión de pruebas.
CUARTO.- El 25 veinticinco de febrero del año 2016 dos mil dieciséis, la autoridad presentó escrito de contestación a la demanda incoada en contra; y, por auto del día 02 dos de marzo del mismo año, se le tuvo contestándola en tiempo y forma, admitiéndosele las pruebas documentales aceptada a la parte actora en el auto de admisión de la demanda y la exhibida a la contestación, la que por su propia naturaleza se desahogó en ese momento procesal, así como la presuncional legal y humana en lo que le beneficie; además se le concedió a la parte actora el término de 7 siete días hábiles para ampliar la demanda. . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . 
Ampliación de la demanda.

QUINTO.- El 09 nueve de marzo del año 2016 dos mil dieciséis, la parte actora presentó escrito de ampliación de la demanda; y, por auto del día 14 catorce del mismo mes y año, se le tuvo ampliando la demanda; no se le admitió la prueba de informe y se le concedió a la autoridad demandada 7 siete días hábiles para contestar la ampliación de la demanda, con el apercibimiento de que para el caso de no hacerlo, se tendrían como ciertos los hechos que el actor le atribuye, salvo prueba en contrario. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Contestación de la ampliación de demanda.
SEXTO.- El 1º primero de abril del año 2016 dos mil dieciséis, la autoridad presentó escrito de contestación a la ampliación de demanda; y, por auto de fecha 06 seis del mismo mes y año, se le tuvo en tiempo y forma contestando la ampliación de la demanda; señalándose además fecha y hora para celebrar la audiencia de alegatos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Audiencia de alegatos.

SÉPTIMO.- La audiencia de alegatos fue celebrada el 09 nueve de mayo del año 2016 dos mil dieciséis, a las 11:00 once horas, sin asistencia de las partes y se tuvo al autorizado de la parte actora, presentado escrito de alegatos, por habérselo recibido antes de la audiencia; por lo que se está en condiciones de emitir la sentencia que en derecho corresponde. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O:

Competencia de este Juzgado.
PRIMERO.- Que conforme a lo previsto por los artículos 243 párrafo  segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato en vigor; y 1 fracción II y 3 párrafo segundo, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, este Juzgado Primero Administrativo Municipal, por razón de turno, es competente para tramitar y resolver este proceso administrativo, por impugnarse el silencio administrativo del Director General de Gestión Ambiental de León, Guanajuato. . . . . . . . .  . . . . . . . . . . 

Existencia y precisión del acto impugnado.

SEGUNDO.- Que la parte actora impugna la negativa ficta, respecto de su petición formulada al Director General de Gestión Ambiental de León, Guanajuato, a través del escrito presentado el 07 siete de enero del año 2016 dos mil dieciséis, ante la Dirección General de Medio Ambiente Sustentable, solicitándole le indique si su situación encuadra o no en el supuesto de gran generador y la definición de los residuos sólidos urbanos que resultan de su competencia, en su clasificación de aprovechables orgánicos e inorgánicos y no aprovechables; así como determinar su competencia respecto a los residuos generados en la fuente de trabajo, definiendo cuáles y en qué forma deben ser entregados los residuos sólidos urbanos a los prestadores del servicio público de limpia municipal; y, la existencia de la negativa ficta se encuentra acredita en autos de esta causa administrativa, con el escrito de petición y con la falta de contestación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Causales de improcedencia y de sobreseimiento.
TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por los artículos 261 y 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo del proceso, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia y de sobreseimiento previstas en estos artículos, respectivamente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
La autoridad en la contestación de la demanda no hace valer causales de improcedencia y estimando que no se actualiza ninguna de las previstas en el citado artículo 261 y además no se configura ninguna causal de sobreseimiento de las establecidas en el artículo 262 del mismo ordenamiento, por lo que procede el estudio de los conceptos de impugnación alegados en la demanda y  su ampliación. 
Estudio de los conceptos de impugnación de la demanda
encaminados a justificar la negativa ficta.

CUARTO.- Que realizando un estudio integral del escrito inicial de demanda y su anexo, se advierte que en su capítulo denominado “HECHOS MOTIVO DE LA DEMANDA, la parte actora hace formulación de conceptos de impugnación atendiendo cuestiones de la negativa ficta; y al respecto en el primer párrafo del capítulo de hechos expresa que formuló legal petición a la demandada, mediante escrito recibido el 07 siete de enero del 2016 dos mil dieciséis, careciendo hasta la fecha de la legal notificación del correspondiente acuerdo; sigue manifestando en el segundo párrafo del mismo capítulo que la negativa ficta es la figura jurídica consistente en una resolución desfavorable a los intereses del particular. En tanto, el Director General de Gestión Ambiental en la contestación de la demanda aduce que los conceptos de impugnación deben considerarse infundados, en razón de que no se configura la negativa ficta, porque el artículo 153 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, establece que las autoridades administrativas están obligadas contestar por escrito o por medios electrónicos cuando proceda, las peticiones formuladas por los particulares, dentro de los plazos que señalen las disposiciones jurídicas legales; el citado artículo establece la obligatoriedad únicamente a las autoridades competentes, ya que establece dicho imperativo “cuando proceda”. .  . . 
En la especie, se CONFIGURA LA NEGATIVA FICTA, en mérito de las siguientes consideraciones: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

No le asiste la razón a la autoridad demandada respecto al argumento expresado en el sentido de que no se configura la negativa ficta, porque el artículo 153 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, establece la obligatoriedad únicamente a las autoridades competentes, lo anterior es así, en virtud de que en la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, ni en el citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, se contempla disposición jurídica alguna que fije como un requisito sine qua non que la petición o instancia se presente ante autoridad competente para que se produzca la negativa ficta, de modo que ésta se actualiza aún y cuando la gestión o solicitud sea presentada ante autoridad incompetente. . . . . . . . . . . . . . .
Al respecto, resulta ilustrativo como criterio orientador la jurisprudencia por contradicción de tesis, sustentado por el Pleno en Materia Administrativa del Segundo Circuito, en la Época: Décima Época; Registro: 2010932; Instancia: Plenos de Circuito; Tipo de Tesis: Jurisprudencia; Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación; Libro 26, Enero de 2016, Tomo III; Materia(s): Administrativa; Tesis: PC.II.A. J/4 A (10a.); Página: 2392, bajo el siguiente rubro: . . 
“NEGATIVA FICTA. LA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 135 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS DEL ESTADO DE MÉXICO, SE CONFIGURA AUNQUE LA PETICIÓN DE ORIGEN SE PRESENTE ANTE AUTORIDAD INCOMPETENTE Y ÉSTA NO LA HAYA REMITIDO A LA COMPETENTE, EN TÉRMINOS DEL NUMERAL 121 DE LA MISMA CODIFICACIÓN, SIEMPRE QUE AMBAS PERTENEZCAN A LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA ESTATAL O A LA DEL MISMO MUNICIPIO. Conforme a lo dispuesto por el artículo 135 aludido, las peticiones que los particulares hagan a las autoridades del Poder Ejecutivo de esa entidad federativa, de sus Municipios y de los organismos descentralizados con funciones de autoridad, de carácter estatal o municipal, deberán ser resueltas en forma escrita y notificarse, dentro de un plazo que no exceda de 15 días hábiles posteriores a la fecha de su presentación, a excepción de los trámites que tengan plazo establecido en la ley de la materia, los cuales deberán ser resueltos en el término señalado al efecto. Transcurrido el plazo o término correspondiente sin que se notifique la resolución expresa, pueden configurarse, según sea el caso, la resolución afirmativa ficta, que significa decisión favorable a los derechos e intereses legítimos de los peticionarios, o bien, la resolución negativa ficta, es decir, decisión desfavorable a los derechos e intereses de los peticionarios, para efectos de su impugnación en el juicio contencioso administrativo. Respecto a la primera, el legislador local expresamente aclaró que no se configura cuando la petición se hubiese presentado ante autoridad incompetente; por lo que toca a la segunda, no hizo tal precisión, antes bien, en el séptimo párrafo del precepto legal citado, expresa y categóricamente sostuvo que en todos los casos en que no opera la resolución afirmativa ficta, el silencio de las autoridades en los plazos aludidos se considerará como resolución negativa ficta; de modo que la presentación de la petición ante autoridad competente no constituye un requisito sine qua non para que se produzca la negativa ficta y ésta se actualiza aunque aquélla se hubiese presentado ante autoridad incompetente, pues se trata de una consecuencia legal en la que el legislador no contempló excepción alguna. Además, es comprensible el tratamiento distinto que el legislador local prevé para la configuración de tales resoluciones, en atención a las consecuencias jurídicas que cada una produce, pues la afirmativa ficta es constitutiva de derechos, mientras que la negativa ficta no, ya que, por ministerio de ley, se genera para el único efecto de su impugnación en el juicio contencioso administrativo; de ahí que puede producirse aunque la petición de origen se haya presentado ante autoridad incompetente. Tan es así, que el numeral 121 del ordenamiento legal invocado señala las reglas que deben seguirse cuando un escrito se presente ante una autoridad administrativa incompetente, dentro de las cuales destaca que ésta tiene la obligación de remitir la petición de oficio a la que sea competente en el plazo de 3 días, siempre que ambas pertenezcan a la administración pública del Estado o a la del mismo Municipio; pero no limita ni condiciona la actualización de la negativa ficta a que la petición de origen se presente ante la autoridad competente. Consecuentemente, para la génesis de la resolución negativa ficta en el ámbito local, únicamente se requiere que: 1. El particular interesado presente una petición o instancia ante las autoridades del Poder Ejecutivo del Estado de México, de sus Municipios o de los organismos descentralizados con funciones de autoridad, de carácter estatal o municipal; 2. Transcurran 15 días hábiles, posteriores a la fecha de su presentación o el plazo o término establecido en la ley de la materia para los casos de excepción correspondientes, sin que la autoridad competente emita y notifique la resolución expresa; y, 3. La materia de la petición se refiera a alguno de los casos en que por ministerio de ley no se configura la afirmativa ficta.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Bajo el anterior contexto, cabe precisar que en el ámbito Municipál, los titulares de las dependencias de la administración pública, deben dar respuesta por 
escrito a toda aquella gestión que se le presente, en un plazo que no exceda de diez días hábiles, sea o no de su competencia, pues de no ser así, se le tendrá por contestando en sentido negativo, al respecto el artículo 5, párrafos primero y segundo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, establece:  . .  

“Artículo 5. El Ayuntamiento deberá comunicar por escrito, en un término no mayor de veinte días hábiles, el acuerdo que recaiga a toda gestión que se le presente. Asimismo, el presidente municipal y los titulares de las dependencias y entidades de la administración pública municipal, deberán hacerlo en un plazo no mayor de diez días hábiles. 

En caso de que el Ayuntamiento, el presidente municipal o los titulares de las dependencias y entidades de la administración pública municipal, no dieren respuesta en el plazo señalado en el párrafo anterior, se tendrá por contestando en sentido negativo. 

...”

Conforme al segundo párrafo de esta disposición la negativa ficta opera por el simple transcurso de 10 diez días hábiles, sin que la autoridad emita y notifique la resolución expresa, de ahí que jurídicamente se considera una resolución desfavorable a los derechos e intereses del particular peticionario, para efectos de su impugnación en el proceso administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así tenemos, que por un lado, en el sumario obra el escrito suscrito por la parte actora, que contiene la instancia o solicitud planteada a la autoridad demandada, presentado el 07 siete de enero del año 2016 dos mil dieciséis, ante la Dirección General de Medio Ambiente Sustentable de este Municipio, como se advierte en el sello de recibido que obra al frente del oficio respectivo, en el que se describe: “Dirección General de Medio Ambiente Sustentable, una firma legible, 07 ENE 2016, León, Gto, RECIBIDO”, y por otro lado, no consta la respuesta escrita a dicha gestión, antes del 12 doce de febrero del mismo año, día en que se presentó la demanda, fecha que se aprecia en la razón de recibido, que obra al reverso de la primera hoja útil de la demanda, la cual en lo que nos interesa establece: “Juzgados Administrativos Municipales, RECIBIDO EN LA OFICIALÍA COMÚN DE PARTES: 12 de febrero del año 2016, dos mil dieciséis a las 11:52 once horas con cincuenta y dos minutos, de 2 dos fojas…”; motivo por el cual resulta evidente que se configura la negativa ficta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Estudio de los conceptos de impugnación de la demanda
y su ampliación encaminados a la incompetencia.
QUINTO.- Que la autoridad en la contestación de la demanda aduce en lo 
toral que no es posible emplazar a juicio a la autoridad que representa por la supuesta falta de atención a la petición de la actora, pues dicha promoción debió haberla presentado al Sistema Integral de Aseo Público del Municipio de León, Guanajuato, publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado, número 86, cuarta parte, de fecha 29 de mayo del 2009, dicho organismos es competente para prestar el servicio de limpia, traslado, tratamiento, disposición final y aprovechamiento de residuos; aplicar y vigilar el cumplimiento de los reglamentos, normas, criterios y programas en materia de limpia, recolección, traslado, tratamiento, disposición y aprovechamiento de residuos;…, entre otros; conforme a lo anterior se advierte claramente el organismo para atender lo solicitado por el peticionario, no recae en la autoridad que representa, sino en el Sistema Integral de Aseo Público del Municipio de León, Guanajuato y que se encuentra sujeta al principio de legalidad, en ese sentido a las facultades, obligaciones y atribuciones conferidas en la Ley, específicamente a lo establecido por el artículo 142 del Reglamento Interior de la Administración Pública Municipal de León, Guanajuato, del cual no se desprende competencia para atender lo solicitado por la peticionaria. En tanto, la parte actora en el tercer párrafo del capítulo de hechos de la demanda alega en lo esencial que desconoce los motivos y fundamentos en que baso la autoridad su determinación de no acceder a la solicitud del gobernado; considerando que el derecho de petición constituye una prerrogativa a favor del gobernado, que se traduce en una garantía fundamental que instituyen tanto Constituciones como leyes de ellas derivadas y la privación de ese derecho actualiza una flagrante violación a sus más elementales derechos; su incumplimiento significa una afectación a las garantías de seguridad y certeza jurídicas; en el escrito de ampliación de la demanda, concretamente en el primer concepto de impugnación aduce en lo toral que no solicitó la prestación del servicio público de limpia, recolección, traslado, tratamiento, disposición fina y aprovechamiento de residuos, sino la definición de su criterio jurídico sobre sus residuos, por lo que estamos en presencia de una interpretación errónea de la petición, que le agravia. Mientras que la autoridad en la contestación a la ampliación de demanda señala en esencia que los conceptos de impugnación hechos valer en la ampliación de demanda son inatendibles, ya que no refiere argumento ni fundamento alguno que establezca que la autoridad demandada sea competente para atender su petición y se limita a establecer que el Ayuntamiento es competente para el servicio de limpia, recolección, tiramiento y disposición final de residuos, pues debió presentar su petición ante dicha autoridad. . . . . . .  . . . . . . . 
Es FUNDADO este concepto de impugnación, en atención a las siguientes consideraciones: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
En principio, se impone señalar que partiendo de la premisa de que la materia del presente proceso administrativo está constituida por una negativa ficta, configurada por el silencio de la autoridad demandada ante la gestión o instancia no resuelta dentro del plazo de 10 diez días hábiles establecido por el artículo 5º de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; en ese sentido, la autoridad en la contestación sostiene que es incompetente para contestar la petición planteada, mientras que analizando de manera integral el escrito inicial de demanda y su ampliación se advierte que la parte actora expresó causas de ilegalidad encaminadas a obtener la nulidad de la resolución negativa ficta, por vicios de forma. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En segundo lugar, cabe precisar que el actor de acuerdo a lo estipulado por el artículo 265, fracción VII, del Código de Procedimiento de Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, tiene la carga procesal de expresar conceptos de impugnación en contra del acto o resolución que combate, de ahí que, desde su escrito inicial de demanda, se encuentra en posibilidad de combatir de ilegal la resolución negativa, pues en el referido Código no existe impedimento de plantear las causas de ilegalidad en contra de la resolución negativa ficta, en otras palabras, la parte demandante puede exponer los argumentos concretos a través de los cuales estima que la resolución negativa es ilegal, siendo el caso que en la demanda se manifestó argumentación lógica y jurídica en contra de la resolución negativa impugnada, en el sentido de que desconoce los motivos y fundamentos en que la autoridad baso su determinación de no acceder a la solicitud de la parte actora y su incumplimiento significa una afectación a su garantía de seguridad jurídica, pues no solicitó la prestación del servicio público de limpia, recolección, traslado, tratamiento, disposición final y aprovechamiento de residuos, sino que le pidió la definición de su criterio jurídico sobre sus residuos, por lo que se hace una interpretación errónea de la petición; de donde se desprende la causa de pedir dirigida a justificar la violación del derecho fundamental de legalidad. . . .  . . . . 

En ese tenor, es importante señalar que los artículos 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 137, fracción VI, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, constriñen a las autoridades Municipales a fundar y motivar sus actos; y, por fundar el acto administrativo, se entiende señalar con precisión el o los preceptos legales y el nombre del Ordenamiento Legal aplicable al caso concreto, cuando el artículo se integre con fracciones, incisos o párrafos, la autoridad demandada se encuentra constreñida a indicar la fracción, inciso o párrafo que resulte aplicable; y, por motivarlo se entiende expresar en forma pormenorizada las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que haya tenido en consideración la autoridad administrativa para la emisión del acto, esto es, señalar por qué en el caso se ha realizado el supuesto de hecho que condiciona la aplicación del o los preceptos legales invocados como apoyo legal; de este modo, se tutela a favor del justiciable, el derecho fundamental de la debida fundamentación y motivación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Así las cosas, partiendo de la premisa de que el Director General de Gestión Ambiental, se encuentra constreñido a fundar y motivar la resolución en sentido negativo en la contestación de la demanda y analizando éste escrito que obra en el sumario, se advierte que la autoridad aduce su incompetencia para contestar la gestión planteada y que el competente es el Organismo Público Descentralizado de la Administración Municipal denominado Sistema Integral de Aseo Público de León, Guanajuato,  sin  embargo, en  ese  aspecto se  encuentra  carente de motivación e 
insuficientemente fundada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En el anterior contexto, en la contestación de la demanda se advierte que la incompetencia para determinar si la parte actora es o no gran generador de residuos y para clasificar los residuos sólidos urbanos generados por la actividad del curtido de piel, en aprovechables orgánicos e inorgánicos y no aprovechables, se encuentra carente de motivación, en razón de que la autoridad demandada dejó de expresar por qué recae en el Sistema Integral de Aseo Público del Municipio de León, Guanajuato, la competencia para responder la gestión o instancia planteada por la parte justiciable, pues no indica las razones particulares encaminadas a justificar que ese Organismo tiene otorgada la potestad o atribución para clasificar los residuos sólidos urbanos procedentes de la actividad de curtido de cuero o piel, conforme a las disposiciones del Reglamento para la Constitución del Sistema Integral de Aseo Público de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . 
Abundando en el razonamiento anterior, cabe mencionar que si bien es cierto, que en la contestación de demanda se expresa que la promoción debió haberse presentado ante el referido Sistema Integral de Aseo Público, por ser la autoridad competente, también es verdad que dentro del catálogo de facultades del Director General del Sistema Integral de Aseo Público de León, Guanajuato, que establece el artículo 31 del aludido Reglamento para la Constitución del Sistema, en su fracción I, se encuentra la atribución de clasificar los residuos sólidos urbanos procedentes de la actividad de curtido de piel y para determinar si la parte actora es o no gran generador de residuos, en los términos indicados por la parte actora. . . . . 
Lo anterior es así, en razón de que los artículos 5 fracción II y 31 fracción I del Reglamento para la Constitución del Sistema Integral de Aseo Público de León, Guanajuato, establecen: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“Artículo 5.-  El  SIAP-LEÓN, contara con las atribuciones siguientes:

II.- Aplicar y vigilar el cumplimiento de los reglamentos, normas, criterios y programas en materia de limpia, recolección, traslado, tratamiento, disposición final y aprovechamiento de 
residuos;”

“Artículo 31.- Corresponde al Director General del SIAP-LEÓN las siguientes atribuciones:

I.- Vigilar el cumplimiento de los reglamentos, normas, criterios y programas en materia de limpia, recolección, traslado, tratamiento, disposición final y aprovechamiento de residuos;”

Conforme a estos numerales el Sistema Integral de Aseo Público de León, Guanajuato y su Director General, cuentan con la facultad de clasificar los residuos sólidos urbanos procedentes de la actividad de curtido de piel, en los términos solicitados por la parte actora, toda vez que ambas autoridades tienen la atribución de vigilar el cumplimiento de los Reglamentos en materia de limpia, recolección, traslado, tratamiento, disposición final y aprovechamiento de residuos; esto es en otras palabras, se encuentran constreñidos a velar o cuidar que los generadores de residuos sólidos no peligrosos, cumplan con su obligación prevista en el artículo 414, fracción II, del Reglamento para la Gestión Ambiental en el Municipio de León, Guanajuato, de realizar la separación primaria de los residuos sólidos urbanos, conforme a la clasificación exigida en el artículo 435 del mismo Ordenamiento Jurídico y, en su caso, que los grandes generadores cumplan con sus obligaciones contempladas en los artículos 427 y 428 del propio Reglamento; en ese sentido, cabe destacar que la atribución de clasificar los residuos sólidos no peligrosos urbanos generados por la actividad de curtido de piel, en aprovechables de naturaleza orgánica e inorgánica y no aprovechables, así como la de fijar la calidad de gran generador, se encuentran implícitas en las fracciones de los dos preceptos señalados en supralíneas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por otra parte, en la contestación de la demanda en cuanto a la incompetencia la autoridad se limita a indicar el artículo 142 del Reglamento Interior de la Administración Pública Municipal de León, Guanajuato y omitió expresar el artículo 5 del Reglamento para la Gestión Ambiental en el Municipio de León, Guanajuato, que también contempla un catálogo de atribuciones en materia ambiental, pues para que la resolución en sentido negativo se encuentre debidamente fundada, es menester expresar ambos numerales, a fin de realizar una lectura integra de las fracciones de cada uno, a efecto de estar en condiciones de determinar que en ninguna de ellas se le confieren atribuciones en materia de residuos sólidos no peligrosos; en el anterior contexto, podemos concluir que el fundamento expresado resulta insuficiente para sostener que no tiene competencia para dar la respuesta a las peticiones de la parte impetrante, de ahí la importancia de indicar en la contestación los artículos 5 del citado Reglamento para la Gestión Ambiental y 142 del aludido Reglamento Interior de la Administración Pública Municipal, para fundar adecuadamente la incompetencia que sostiene. . . . . .  . . . . . 
En mérito de lo expresado, la resolución de negativa ficta se encuentra carente de motivación e insuficientemente fundada, toda vez que como se ha dicho en supralíneas la autoridad demandada, dejó de indicar las razones pormenorizadas de por qué la atribución de clasificar los residuos sólidos no peligrosos generados por la actividad de curtido de piel, en aprovechables de naturaleza orgánica e inorgánica y no aprovechables, se encuentra implícita en las fracciones de los dos preceptos señalados en supralíneas; asimismo, por un lado, omitió expresar el artículo 5 del Reglamento para la Gestión Ambiental en el Municipio de León, Guanajuato, y por otro, no expreso los artículos 5 fracción II y 31 fracción I del Reglamento para la Constitución del Sistema Integral de Aseo Público de León, Guanajuato; en consecuencia, la resolución en sentido negativo es ilegal, por no cumplir con el elemento de validez exigido por la fracción VI del artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; de esta manera, se actualiza la causal de ilegalidad establecida en el artículo 302, fracción II, del mismo Código, circunstancia irregular que afecta de manera directa e inmediata la esfera jurídica de la parte actora, violándose en su perjuicio el derecho fundamental de legalidad tutelado por el artículo 4 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato y el derecho fundamental de la debida fundamentación y motivación, tutelado por los artículos 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 137, fracción VI, del pluricitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Siendo lo anterior de esta manera, con fundamento en el artículo 300, fracción III, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es procedente declarar la nulidad de la negativa ficta para el efecto de que la autoridad demandada, de acuerdo a lo señalado por el artículo 165 del propio Código, remita el escrito que contiene la solicitud, preferentemente al Director General del Sistema Integral de Aseo Público de León, Guanajuato, para que atienda lo solicitado conforme a derecho, es decir, de manera fundada y motivada, debiendo informar a este Órgano de Control de Legalidad el cumplimiento dado a este fallo y exhibir las constancias relativas al mismo. . . .  . . . . 
Por último, en cuanto a la pretensión del reconocimiento del derecho a que se condene a la autoridad demandada a restablecer a la parte actora en el pleno ejercicio de sus derechos violados, resulta improcedente, en virtud de que en este fallo, se determinó la ilegalidad de la resolución impugnada por vicios de forma y se declaró su nulidad para el efecto de que la autoridad demandada remita la solicitud o petición a la competente para que la conteste conforme a derecho en los términos indicados en el párrafo que antecede, en ese sentido, la autoridad competente se encuentra constreñida a fundar y motivar la respuesta a las peticiones, por ende, en su caso, el derecho cuyo reconocimiento demanda, se encuentra condicionado a la emisión del nuevo acto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 243 párrafo segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 262 fracción IV, 287, 298, 299, 300 fracción III y 302 fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . 

PRIMERO.- Este Juzgado Administrativo Municipal, por razón de turno, resultó competente para tramitar y resolver este Juicio de Nulidad. . . . . . . . . . . . . . . 

SEGUNDO.- Se CONFIGURA la negativa ficta promovida por la parte actora en el presente Juicio, al haber transcurrido el término que tenía la autoridad para dar respuesta a su petición, sin haberlo hecho, por las razones lógicas y jurídicas expuestas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . .  
TERCERO.- Se declara la NULIDAD de la resolución impugnada, para el efecto de que la autoridad demandada remita el escrito que contiene la solicitud a la autoridad competente para que atienda lo solicitado conforme a derecho, de acuerdo a lo señalado en el quinto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.- No se reconoce el derecho amparado por una norma jurídica, por las razones expresadas en el quinto considerando de esta sentencia. . . . .  . . . . 
Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . .  . . . . . . . . 

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registro de este Juzgado. . . . . . .  . . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma, en 4 cuatro tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ, Secretaria de Estudio y Cuenta.- que da fe. . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . 
ESTA HOJA FORMA PARTE DE LA SENTENCIA DEL 28 DE NOVIEMBRE DEL 2016, DICTADA EN EL EXPEDIENTE 133/2016-JN.

